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APELACIÓN 
procedente del Tribunal de 
Primera Instancia, 
Sala Superior de Carolina. 
 
Crim. núm.: 
F VI2018G0002, 
F LA2018G0021. 
 
Sobre: 
Art. 93 (A) del CP, 1er grado; 
Art. 5.15 de la Ley de Armas. 

 
Panel integrado por su presidente, el Juez Vizcarrondo Irizarry, la Jueza 
Romero García y el Juez Pagán Ocasio1.  
 
Romero García, jueza ponente. 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 21 de enero de 2020. 
 

SENTENCIA 
 
El 29 de octubre de 2018, la parte apelante, señor Nieves Pérez 

Ortiz (Nieves), presentó un escrito de apelación para que revisáramos la 

Sentencia condenatoria emitida el 2 de octubre del mismo año, por el 

Tribunal de Primera Instancia, Sala Superior de Carolina.  Dicha sentencia 

corresponde a un fallo de culpabilidad por los delitos imputados; a saber, 

violaciones a los Artículos 93 del Código Penal de 2012, según 

enmendado, y 5.15 de la Ley de Armas de Puerto Rico, según enmendada.  

Luego de varios trámites procesales, los cuales incluyeron una 

solicitud de regrabación de la prueba oral y la correspondiente transcripción 

del juicio, el acusado presentó finalmente su alegato el 5 de agosto de 

2019. Por otro lado, el Pueblo de Puerto Rico presentó su alegato en 

oposición el 18 de octubre de 2019. 

Por los fundamentos expuestos a continuación, confirmamos la 

Sentencia apelada. 

 

 

                                                 
1 El Juez Ángel R. Pagán Ocasio sustituye al Juez Fernando L. Torres Ramírez; ello, dado 
el retiro del Juez Torres Ramírez efectivo el 16 de diciembre de 2019. Véase, Orden 
Administrativa Núm. TA-2020-007, emitida por el Juez Administrador de este Tribunal de 
Apelaciones el 13 de enero de 2020. 
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I 

A raíz de unos hechos ocurridos en la madrugada del 29 de julio de 

2017, en la carretera 190, intersección Ave. Pontezuela en el municipio de 

Carolina, el Ministerio Público presentó dos pliegos acusatorios contra 

Nieves. Uno de ellos por infracción al Art. 93 del Código Penal de 2012, 33 

LPRA sec. 5142 (asesinato en primer grado), y el otro, por infracción al Art. 

5.15 de la Ley de Armas de Puerto Rico, 25 LPRA sec. 458n (disparar o 

apuntar armas). En síntesis, el Ministerio Público le imputó a Nieves que, 

ilegal, voluntaria, criminal e intencionalmente, apuntó o disparó un arma de 

fuego, lo que provocó la muerte de la víctima, Annewki Gross Polanco 

(Annewki).   

 Así pues, luego de haberse encontrado causa para acusar a Nieves 

por ambos delitos imputados, durante los días 30 de abril, 1, 2, 3,16,17, 29 

y 30 de mayo; y 1, 11 y 12 de junio de 2018, se celebró el juicio por tribunal 

de derecho en el Tribunal de Primera Instancia, Sala Superior de Carolina.  

El Ministerio Público presentó, como parte de la prueba de cargo, 

los testimonios bajo juramento de los siguientes testigos: 1) Carina Gross 

Polanco, 2) Yerishamar Calderón, 3) Sussy Robles Cintrón, 4) Francisco A. 

Sánchez Valdés, 5) Francis A. Sandoval Jiménez, 6) Víctor M. Guzmán, 7) 

sargento Néstor Maldonado Vélez, 8) agente Andrés L. García Rosario, 9) 

investigador forense Roberto González Santiago, 10) investigadora forense 

Enid Feliciano González, 11) Iván Manzano Ramos, 12) Heriberto Vega 

Reyes, 13) examinador Abdiel Ramírez, 14) agente José R. Canales, 15) 

patólogo Francisco Cortés, 16) sargento Yahaira Díaz Carrasquillo, 17) 

agente Arnaldo Cruz, y, 18) Luis R. Castillo Gueba.  

Sometida la prueba testifical y documental, y efectuadas las 

correspondientes argumentaciones finales de las partes, el 28 de junio de 

2018, el acusado Nieves fue declarado culpable por los delitos imputados. 

En específico, el 2 de octubre de 2018, el foro apelado dictó la Sentencia 

en la cual condenó al aquí apelante a 99 años de cárcel por infracción al 

Art. 93(A) del Código Penal de 2012 (primer grado), y 5 años de cárcel por 
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infracción al Art. 5.15 de la Ley de Armas, para una pena consecutiva total 

de 104 años de reclusión.  

No satisfecha con la determinación del foro primario, el 29 de 

octubre de 2018, la defensa presentó la apelación que nos ocupa. 

Conforme a ello, apuntó la comisión de los siguientes señalamientos de 

error: 

Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia en la 
apreciación de la prueba oral y documental, al determinar que 
el estado probó más allá de duda razonable la culpabilidad 
del apelante por los delitos imputados. 
 
Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia al emitir falló 
de culpabilidad, a pesar de que el estado no pudo establecer 
más allá de duda razonable los elementos correspondientes 
a cada uno de los delitos de asesinato en primer grado y 
apuntar un arma de fuego, mucho menos la intención criminal 
requerida para ambos.  
 
Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia al rechazar 
eximir de responsabilidad penal al apelante por defenderse 
legítimamente, a pesar de la clara aplicación a los hechos de 
la recién aprobada Ley Núm. 92 de 17 de abril de 2018, 
conocida como la Ley de la Doctrina del Castillo. 
 
Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia al determinar 
que las actuaciones del Apelante no estuvieron enmarcadas 
dentro de las disposiciones de la Orden General Capítulo 600 
Sección 601, sobre las Reglas para el Uso de Fuerza por 
Miembros de la Policía de Puerto Rico; y cónsonas con la 
reconocida doctrina de la Regla de 21 pies “Tueller 21 feet 
rule”. 
 
Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia al permitir 
prueba de referencia sobre un video que no fue admitido en 
evidencia por virtud de la ausencia del perito que lo creó, y 
ante dicha incomparecencia incidió además al no haber 
aplicado la presunción contenida en la Regla 109 de 
Evidencia de 2009. 
 
Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia al admitir en 
evidencia alegadas admisiones del Apelante efectuadas 
durante un interrogatorio policiaco sin habérsele impartido 
previamente las advertencias de ley, a pesar [de] que 
claramente era sospechoso en ese momento y la 
investigación criminal ya se encontraba centrada en su 
persona.  
 
De otra parte, el 29 de noviembre de 2018, este Tribunal declaró con 

lugar una Solicitud sobre autorización para someter la transcripción de la 

prueba oral presentada por la parte apelante.  

 Luego de varios trámites procesales, la transcripción de la prueba 

fue debidamente estipulada. En consecuencia, el 18 de junio de 2019, 
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emitimos una Resolución mediante la cual ordenamos al acusado someter 

su alegato. Así pues, el acusado presentó su Alegato del Apelante el 5 de 

agosto de 2019, y, el Ministerio Público, en representación del Pueblo de 

Puerto Rico, presentó su correspondiente alegato el 18 de octubre de 2019. 

Con el beneficio de las posiciones de las partes comparecientes, la 

transcripción estipulada de la prueba oral y, a la luz del derecho aplicable, 

concluimos que los errores apuntados por el acusado no se cometieron, 

por lo que confirmamos la sentencia condenatoria. Veamos. 

II 

A 

La presunción de inocencia es uno de los derechos fundamentales 

que le asiste a todo acusado. Const. de P.R., Art. II, Sec. 11, 1 LPRA. Como 

corolario de este derecho, rige la máxima de que el Estado tiene que 

demostrar, con prueba suficiente y más allá de toda duda razonable, la 

culpabilidad de una persona que ha sido acusada de delito.  Esto constituye 

uno de los imperativos del debido proceso de ley. Pueblo v. Irizarry, 156 

DPR 780, 786 (2002).   

Cónsono con lo anterior, en nuestro sistema de justicia criminal, el 

Estado tiene la obligación de presentar suficiente evidencia sobre todos los 

elementos del delito y su conexión con el acusado, a fin de establecer la 

culpabilidad de este más allá de duda razonable. Pueblo v. García Colón I, 

182 DPR 129, 174 (2011). Ahora bien, tal exigencia no significa que el 

Ministerio Público deba presentar evidencia dirigida a establecer la 

culpabilidad del acusado con certeza matemática. Pueblo v. Feliciano 

Rodríguez, 150 DPR 443, 447 (2000); Pueblo v. Álvarez Granados, 116 

DPR 3, 21 (1984).  Lo que se requiere es prueba suficiente, que produzca 

certeza o convicción moral en una conciencia exenta de preocupación o en 

un ánimo no prevenido. Pueblo v. García Colón I, 182 DPR, a las págs. 

174-175.   

Con relación a la duda razonable que acarrea la absolución del 

acusado, esta no puede ser una duda especulativa o imaginaria, ni 
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cualquier duda posible. Más bien, se trata de una duda producto de una 

consideración justa, imparcial y serena de la totalidad de la evidencia del 

caso. Pueblo v. García Colón I, 182 DPR, a las págs. 174-175. Así pues, 

existirá duda razonable cuando el juzgador de los hechos sienta en su 

conciencia insatisfacción o intranquilidad con la prueba de cargo 

presentada. Pueblo v. Casillas Díaz, 190 DPR 398, 415 (2014).  

En lo que respecta a la evaluación y suficiencia de la prueba, esta 

se regirá por los principios establecidos en la Regla 110 de las de 

Evidencia, 32 LPRA Ap. VI, R. 110. En nuestro ordenamiento, las Reglas 

de Evidencia permiten que un hecho pueda probarse mediante evidencia 

directa o indirecta, o circunstancial. Conforme al inciso (h) de la 

mencionada Regla 110, 32 LPRA Ap. VI, R. 110 (h), la evidencia directa 

“es aquélla que prueba el hecho en controversia sin que medie inferencia 

o presunción alguna y que, de ser cierta, demuestre el hecho de modo 

concluyente”.   

Con relación a la prueba testifical, la Regla 601 de las de Evidencia, 

32 LPRA Ap. VI, R. 601, dispone lo siguiente: 

Toda persona es apta para ser testigo, salvo disposición en 
contrario. Una persona no podrá servir como testigo cuando, 
por objeción de parte o a iniciativa propia, el Tribunal 
determina que ella es incapaz de expresarse en relación al 
asunto sobre el cual declararía, en forma tal que pueda ser 
entendida-bien por sí misma o mediante intérprete-o que ella 
es incapaz de comprender la obligación de decir la verdad 
que tiene una persona testigo. 
 
De modo que la evidencia directa de un testigo que merezca entero 

crédito es prueba suficiente de cualquier hecho, salvo que otra cosa se 

disponga por ley. Regla 110(d) de las de Evidencia, 32 LPRA Ap. VI, R. 

110 (d). Ello así, aun cuando no haya sido un testimonio perfecto. Pueblo 

v. Chévere Heredia, 139 DPR 1, 15-16 (1995). Por esta razón, las 

contradicciones de un testigo, sean estas intrínsecas o relacionadas con 

otros testimonios, no conllevan necesariamente la revocación de un fallo 

condenatorio, a menos que produzcan en el foro apelativo una 

“insatisfacción o intranquilidad de conciencia tal”, que estremezca su 
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sentido básico de justicia. Pueblo v. Rivero, Lugo y Almodóvar, 121 DPR 

454, 474 (1988).  

Nótese, además, que el derecho a un juicio justo no significa el 

derecho a un juicio perfecto. Los procedimientos judiciales son dirigidos 

por, y dependen de, los seres humanos, por lo que están sujetos a errores. 

Sin embargo, por mandato constitucional, el deber de todos es aspirar y 

velar porque estos procesos sean justos e imparciales. Pueblo v. Santiago 

Lugo, 134 DPR 623, 631 (1993).   

Cónsono con ello, la determinación de culpabilidad de una persona 

es revisable en apelación, pues la apreciación de la prueba desfilada en un 

juicio es un asunto combinado de hecho y de derecho. De igual forma, la 

determinación que ha hecho el juzgador de los hechos a nivel de primera 

instancia, a los efectos de que la culpabilidad de la persona imputada ha 

quedado establecida más allá de duda razonable, es revisable en apelación 

como cuestión de derecho. No obstante, dado que le corresponde al 

jurado o, en su defecto, al juez dirimir los conflictos de prueba, los 

tribunales apelativos solamente intervendremos con ella cuando 

exista error manifiesto, pasión, prejuicio o parcialidad. Ausentes estos 

errores, la determinación de culpabilidad que hace el juzgador de los 

hechos resulta merecedora de una gran deferencia por parte del tribunal 

apelativo. Pueblo v. Rodríguez Pagán, 182 DPR 239, 259 (2011). 

La referida norma se fundamenta en el principio de que son los foros 

primarios los que están en mejor posición para evaluar la prueba 

presentada, puesto que tienen la oportunidad de observar y escuchar a los 

testigos. Pueblo v. Acevedo Estrada, 150 DPR 84, 99 (2000).  Por tanto, a 

menos que se demuestre la existencia de pasión, prejuicio, parcialidad o 

error manifiesto, que la apreciación de la prueba se aleje de la realidad 

fáctica del caso o sea inherentemente imposible o increíble, o que no exista 

base suficiente que apoye la determinación, el tribunal apelativo no deberá 

descartar arbitrariamente las determinaciones que hiciera el juzgador de 
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primera instancia. Pueblo v. Maisonave Rodríguez, 129 DPR 49, 63 

(1991).   

Sin embargo, si de un análisis ponderado de la prueba desfilada ante 

el foro primario surge duda razonable y fundada sobre si la culpabilidad del 

acusado fue establecida más allá de duda razonable, el foro apelativo tiene 

el deber de dejar sin efecto el fallo o veredicto condenatorio. Pueblo v. 

Carrasquillo Carrasquillo, 102 DPR 545, 551 (1974). 

B 
 

El Art. 92 del Código Penal del 2012 tipifica el delito de asesinato y 

establece que este consiste en dar muerte a un ser humano a propósito, 

con conocimiento o temerariamente. De esta forma, el elemento mental 

requerido en el delito de asesinato es la intención de matar.  

Ahora bien, cuando hablábamos de intención, el Art. 22 del Código 

Penal de 20122 establecía tres modalidades de intención. Sin embargo, la 

Ley Núm. 246 de 26 de diciembre de 20143 sustituyó las modalidades de 

intención establecidas en el referido artículo y, en su lugar, distinguió entre 

cuatro estados mentales: a propósito, con conocimiento, temeraria y 

negligentemente. En específico, al ahora Art. 22 del Código Penal dispone 

lo siguiente: 

(1) A propósito  
(a) con relación a un resultado, una persona actúa “a 

propósito” cuando su objetivo consciente es la 
producción de dicho resultado.  

 
(b) con relación a una circunstancia, una persona 
actúa “a propósito” cuando la persona cree que la 
circunstancia existe.  

 
(2) Con conocimiento  

(a) con relación a un resultado, una persona actúa “con 
conocimiento” cuando está consciente de que la 
producción del resultado es una consecuencia 
prácticamente segura de su conducta.  
 
(b) con relación a un elemento de circunstancia, una 
persona actúa “con conocimiento” cuando está 
consciente de que la existencia de la circunstancia es 
prácticamente segura.  

 

                                                 
2 33 LPRA sec. 5141. 
  
3 Ley de enmiendas significativas a la Ley Núm. 146 de 2012, Código Penal de Puerto 
Rico. 



  
 
 
KLAN201801185  8 
 

 

(3) Temerariamente  
Una persona actúa temerariamente cuando está 
consciente de que su conducta genera un riesgo 
sustancial e injustificado de que se produzca el 
resultado o la circunstancia prohibida por ley.  

.              .            .             .            .            .            .             .  

33 LPRA sec. 5035.  
 

Así pues, los estados mentales de “a propósito, con conocimiento y 

temerariamente” sustituyen las modalidades de dolo directo de primer 

grado, dolo directo de segundo grado o de consecuencias necesarias y 

dolo eventual, respectivamente, de los incisos (a) al (c) del Art. 22 del 

Código de 2012 y del Art. 23 del Código de 20044.  

Por otra parte, el Art. 93 del Código Penal de 2012 establece los 

grados de asesinato. En lo pertinente, dicho artículo especifica que se 

configura el delito de asesinato en primer grado cuando concurren los 

siguientes elementos: 

(a) Toda muerte perpetrada por medio de veneno, acecho, 
tortura, o a propósito o con conocimiento. 
.           .           .             .            .            .            .            . 
 
(d) Todo asesinato causado al disparar un arma de fuego 
desde un vehículo de motor, o en un lugar público o abierto 
al público, ya sea a un punto determinado o indeterminado.  
.           .           .             .            .            .            .            . 

33 LPRA sec. 5142 (a) y (d).  (Énfasis nuestro).  

 A tenor con lo anterior, el asesinato en primer grado consistía en la 

deliberación previa a la resolución de llevar a cabo el hecho, luego de darle 

alguna consideración por un período de tiempo. Sin embargo, la modalidad 

de asesinato a propósito o con conocimiento sustituyó la modalidad de 

asesinato premeditado. Cónsono con lo anterior, “[m]ata a propósito quien 

tiene el objetivo consciente de causar la muerte de la víctima; mientras que 

mata con el estado mental de conocimiento quien sabe que la muerte es 

una consecuencia prácticamente segura de su conducta”5.  

La intención o su equivalente, entiéndase el estado mental de 

propósito o con conocimiento, constituye un elemento de hecho a ser 

                                                 
4 D. Nevares Muñiz, Código Penal de Puerto Rico, San Juan, Instituto para el Desarrollo 
del Derecho, Inc., 2015, págs. 44-45.  
 
5 D. Nevares Muñiz, op. cit., pág. 150. 
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determinado por el juzgador. En ese sentido, este deberá atender los 

hechos, actos y circunstancias que rodean el evento, que resultó en la 

conducta del sujeto activo. Tras su evaluación, corresponderá inferir 

racionalmente si hubo intención de matar o no6.   

C 

 En nuestro ordenamiento penal sustantivo existen varias causas de 

exclusión de responsabilidad penal que tienen como consecuencia que un 

comportamiento contrario a derecho no sea considerado antijurídico. Entre 

las causas de exclusión de responsabilidad penal, y en lo pertinente al caso 

de autos, se encuentra la legítima defensa. Esta disposición está tipificada 

en el Art. 25 del Código Penal7 y establece lo siguiente: 

No incurre en responsabilidad penal quien defiende su 
persona, su morada, sus bienes o derechos, o la persona, 
morada, bienes o derechos de otros en circunstancias que 
hicieren creer razonablemente que se ha de sufrir un daño 
inminente, siempre que haya necesidad racional del medio 
empleado para impedir o repeler el daño, falta de provocación 
del que ejerce la defensa, y que no se inflija más daño que el 
necesario para repeler o evitar el daño. 
 
Cuando se alegue legítima defensa para justificar el dar 
muerte a un ser humano, es necesario creer razonablemente 
que al dar muerte al agresor, el agredido o la persona 
defendida se hallaba en inminente o inmediato peligro de 
muerte o de grave daño corporal. Para justificar la defensa de 
la morada, vehículo, lugar de negocios o empleo, tenga la 
creencia razonable que se cometerá un delito, de acuerdo a 
los establecido en la sec. 5038a de este título. Para justificar 
la defensa de bienes o derechos, las circunstancias indicarán 
un ataque a los mismos que constituya delito o los ponga en 
grave peligro de deterioro o pérdida inminente.  
 

33 LPRA sec. 5038. 

Así pues, en los casos en que se ha producido la muerte del agresor, 

para que prospere la legítima defensa es necesario que concurran los 

siguientes requisitos: “(1) que la persona tenga una creencia razonable de 

que se ha de sufrir un daño inminente; (2) que haya necesidad del medio 

                                                 
6 D. Nevares Muñiz, Código Penal de Puerto Rico, San Juan, Instituto para el Desarrollo 
del Derecho, Inc., 2012, pág. 136. 
 
7 Resulta importante destacar que el Art. 25 del Código Penal, aquí discutido, es producto 
de varias enmiendas. En específico, la Ley 246-2014 restituyó el requisito “y que no se 
inflija más daño que el necesario para repeler o evitar el daño”, que había quedado fuera 
del Código Penal de 2012. Por otro lado, la Ley 92-2018 enmendó el segundo párrafo en 
términos generales, a los fines de garantizar al Pueblo su derecho a defenderse 
legítimamente en su morada, vehículo u otros lugares dispuestos en esta Ley, y, 
para otros fines relacionados.  
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utilizado para impedir o repeler el daño; (3) que no haya provocación de 

quien invoca la defensa; (4) que no se inflija más daño que el necesario, y 

(5) que la persona tenga motivos fundados para creer que al dar muerte al 

agresor se hallaba en inminente peligro de muerte o de grave daño 

corporal”. Reyes Salcedo v. Policía de P.R., 143 DPR 85, 98 (1997)8.  

Recordemos pues, que el derecho a la vida es el más sagrado y 

fundamental que ostenta todo ser humano. Cónsono a esto, se ha 

considerado que todo ser humano tiene un derecho inalienable a 

defenderse de ataques contra su persona9.  

Ahora bien, resulta importante destacar que la causa exculpatoria 

de legítima defensa está condicionada al temor de una persona razonable. 

Es decir, las circunstancias que concurran para justificar la referida defensa 

deben ser suficientes para que, desde un criterio objetivo, una persona de 

ordinaria prudencia, o un buen padre o buena madre de familia, sienta que 

puede sufrir un daño inminente10. Respecto a esto, el Tribunal Supremo de 

Puerto Rico recalcó lo siguiente:  

.              .            .             .            .            .            .             .  

…[L]o importante no es si el que invoca la defensa estaba en 
verdadero peligro de perder su vida o de sufrir grave daño, 
sino “si las circunstancias eran tales que inducían a una 
persona prudente a creer que su persona estaba expuesta a 
tal peligro y racionalmente podía así creerlo y tenía suficiente 
causa para estimarlo”. (Énfasis suplido.) Nevares Muñiz, op. 
cit., pág. 228. 
.              .            .             .            .            .            .             . 
  

Íd., a la pág. 99.  

 De otra parte, en cuanto al requisito de que haya necesidad del 

medio utilizado para impedir o repeler el daño, es necesario recalcar que la 

proporcionalidad requerida entre el daño y el medio empleado no tiene 

base matemática alguna11. Así pues, aunque la conducta de quien invoca 

                                                 
8 Aclaramos que la legislación más reciente con respecto a la legítima defensa no incluye 
el quinto requisito esbozado en la jurisprudencia. 
   
9 E. Chiesa Aponte, Derecho Penal Sustantivo, Publicaciones JTS, 2006, pág. 204. 
  
10 Reyes Salcedo v. Policía de P.R., 143 DPR, a las págs. 98-99. 
 
11 D. Nevares Muñiz, Código Penal de Puerto Rico, San Juan, Instituto para el Desarrollo 
del Derecho, Inc., Ed. 2013, pág. 52. D. Nevares Muñiz, Derecho Penal Puertorriqueño, 
San Juan, Instituto para el Desarrollo del Derecho, Inc., 2015, pág. 222.  



 
 

 
KLAN201801185    

 

11 

la defensa ha de ser la de una persona prudente y razonable, ante un 

peligro repentino e inminente que requiera acción inmediata, dicha 

conducta no puede estar basada en balanzas muy sofisticadas. Reyes 

Salcedo v. Policía de P.R., 143 DPR, a la pág. 99. “Muchas veces la acción 

es tan rápida y tan inesperada, que el sujeto agredido no tiene más salida 

que actuar con la velocidad que sus reflejos le permitan”12. No obstante, la 

euforia de las circunstancias no justifica la falta de proporcionalidad. El 

medio empleado para defenderse debe ser el apropiado para repeler o 

impedir el daño. Así pues, la racionalidad requiere considerar lo siguiente: 

“gravedad del ataque, naturaleza e importancia del bien jurídico tutelado, 

condiciones personales de las partes, naturaleza del medio empleado, que 

el medio empleado sea apropiado con relación al tipo o gravedad del 

ataque, así como también con relación a la calidad del bien defendido”13.   

 Ahora bien, el Art. 25 del Código Penal, citado anteriormente, fue 

enmendado por la Ley Núm. 92, aprobada el 17 de abril de 2018. La 

referida enmienda tuvo como propósito atemperar el derecho del pueblo a 

defenderse ante la realidad social puertorriqueña. Consecuentemente, la 

definición de morada se enmendó para extender la protección al 

vehículo, lugar de negocio o empleo que obedece a las demandas del 

ritmo de vida actual, donde el ciudadano pasa cada día más tiempo en 

los referidos lugares. Exposición de Motivos, Ley Núm. 92-2018.  

 A tenor con lo anterior, la referida enmienda estableció que “[e]l peso 

probatorio sobre la legitimidad de tomar una decisión en una fracción de 

segundo sobre el uso de la fuerza para defenderse, no debe estar en la 

víctima, sino en el agresor”14. En específico, el legislador dispuso lo 

siguiente: 

.              .            .             .            .            .            .             .  
 

Esta medida establece una presunción sobre la razonabilidad 
en el empleo de la fuerza bajo circunstancias específicas; 
cambia el peso de la prueba de la víctima hacia el agresor, 

                                                 
12 D. Nevares-Muñiz, op. cit., n.7, a la pág. 223. 
  
13 D. Nevares Muñiz, op. cit., pág. 54. (Énfasis nuestro). 
 
14 Exposición de Motivos, Ley Núm. 92-2018.  
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donde siempre debió estar. No se crea un derecho ilimitado 
para emplear la fuerza. La presunción solamente aplica si la 
acción ocurrió dentro de las cuatro áreas descritas en el 
estatuto. El ministerio público tiene la capacidad de rebatirla 
produciendo evidencia que demuestre que al actor no le 
asiste la presunción. 
 
La presunción de razonabilidad protege a la víctima que 
defendió su vida o la de otras personas, de un análisis 
retrospectivo y aislado de los hechos por un agente del 
ministerio público sobre la razonabilidad de su respuesta. La 
víctima no tiene el lujo de tomarse tiempo ilimitado para 
decidir su curso de acción ante un peligro inmediato e 
inminente. Sin el auxilio de esta presunción, la víctima es 
sometida al escrutinio minucioso de cada uno de sus 
movimientos para demostrar que empleó la fuerza de forma 
irrazonable. 
 
Es nuestro propósito garantizar la seguridad del pueblo. Toda 
persona debe poder concentrarse en defender su vida o la de 
otras personas, sin tener que preocuparse por la posibilidad 
de ser encausado criminalmente o demandado civilmente en 
un futuro; maximizando así el grado de protección disponible 
al sector más vulnerable, las víctimas de delitos en 
circunstancias peligrosas o potencialmente letales. 
.              .            .             .            .            .            .             .  
 

Exposición de Motivos, Ley Núm. 92-2018.  

 Por otro lado, en lo que nos compete, la enmienda de 2018 añadió 

el Art. 25A a la Ley 146-2012, en el que se establece lo pertinente con 

relación a las presunciones y disposiciones sobre la legítima defensa en la 

morada, vehículo, lugar de negocios o empleo. Con relación a la 

controversia presentada ante nuestra consideración, se dispone lo 

siguiente: 

.              .            .             .            .            .            .             .  

(c) Al causarse la muerte de un ser humano, se presumirá la 
razonabilidad de la creencia del actor para creer que, al dar 
muerte al agresor, el actor o la persona defendida se hallaba 
en inminente o inmediato peligro de muerte o de grave daño 
corporal si: 
 

(1) el actor sabía o tenía razón para creer que la 
persona a quien se causó la muerte: 

 
(A) penetró ilegalmente, o intentaba penetrar 
ilegalmente, al interior de la morada, vehículo, 
lugar de negocios o empleo, ocupado en tal 
momento por el actor o la persona a quien el 
actor protege; y/o 
 
(B) secuestró o intentó secuestrar; al actor o 
alguna otra persona del interior de la morada, 
vehículo, lugar de negocios o empleo, ocupado 
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en tal momento por el actor o la persona a quien 
el actor protege;  

.              .            .             .            .            .            .             .  
 

33 LPRA sec. 5038a. (Énfasis nuestro). 

 Por tanto, de las referidas disposiciones se desprende que la 

intención de legislatura era ofrecerle cierta seguridad y protección a todo 

aquel que se viera en la situación de tener que tomar medidas para 

defender su vida o la de otras personas, sin tener la tensión de la posibilidad 

de enfrentarse a un juicio penal. No obstante, lo anterior no exime del 

cumplimiento de las disposiciones básicas que tienen que mediar para 

satisfacer la causa de exclusión de legítima defensa. En especial, en el 

caso de que la fuerza utilizada por quien invoca dicha causa de exclusión 

provoque la muerte del presunto agresor.  

III 

 La defensa, en el recurso ante nos, arguyó que el Tribunal de 

Primera Instancia cometió ciertos errores que provocaron un fallo de 

culpabilidad en contra de Nieves. En específico, esbozó ciertos errores que 

serán discutidos en el orden de nuestra preferencia, con el propósito de 

ofrecer un análisis completo y lógico del porqué decidimos confirmar la 

Sentencia apelada.  

Ahora bien, previo a discutir los errores planteados, según el 

derecho aplicable, resulta pertinente realizar un breve resumen de los 

hechos15 ocurridos el 29 de julio de 2017.  

 El 28 de julio de 2017, un grupo de féminas compuesto por Sussy 

Robles Cirino (Sussy), Lisbeth Pizarro, Yanitza Lacén y, la menor de edad, 

Yerishamar Calderón Delgado asistieron a las Fiestas Patronales de Loíza. 

Al finalizar de escuchar a las agrupaciones musicales presentes en la 

actividad, Sussy llamó al aquí apelante (Nieves) con el propósito de que 

este llevara a sus acompañantes y a ella a comer. Sussy, en ese momento, 

hacía un año que había regresado a domiciliar en Puerto Rico, por lo que 

                                                 
15 El resumen de los hechos pretende narrar, en términos generales y sin entrar en 
versiones, lo sucedido la madrugada en que el aquí apelante le quitó la vida al ser humano, 
Annewki.  
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no conocía de muchos establecimientos de comida. Así pues, Nieves, en 

su vehículo Kia negro, procedió a llevar al grupo de féminas a comer. La 

primera opción, Piñones, se encontraba cerrada, por lo que decidió 

llevarlas a la Súper Tripleta. 

 La Súper Tripleta es un bus de comida, localizado en la Carr. Núm. 

190 en Vistamar, Carolina, frente al puesto de gasolina Puma. Para fines 

de la discusión de los errores planteados, debemos destacar que en la zona 

inmediata a la Súper Tripleta y al puesto de gasolina Puma, se encuentra 

ubicado un cuartel de la policía. En específico, a pasos16 de los referidos 

establecimientos.  

 Nieves procedió a ordenar comida para sus acompañantes y para 

él. Una vez se encontraban comiendo, Annewki llegó a la Súper Tripleta y 

ordenó su comida. De los relatos de las compañeras de Nieves y de 

Francisco (cocinero del bus de comida) se desprende que el occiso 

presentaba una actitud altanera, profería palabras soeces y evidenciaba 

estar bajo los efectos del alcohol. Sin embargo, el testimonio de Ángel, 

amigo de Annewki, que se encontraba con él esa noche, resulta 

contradictorio al testimonio de las féminas. Inclusive, Ángel declaró que 

quien manifestó una actitud amenazante fue el acusado.   

 A tenor con lo anterior, Nieves y Annewki tuvieron un 

enfrentamiento, frente a la Súper Tripleta, que produjo un contacto físico. 

Posteriormente, luego de ser separados, Nieves se dirigió a su vehículo, 

junto con sus amigas, con el propósito de retirarse del establecimiento. Al 

llegar a su Kia negro, Annewki y Ángel se aproximaron al mismo, y el 

apelante intercambió palabras con el occiso. Luego este último procedió a 

montarse en su vehículo y comenzó a dar reversa. De repente, procedió a 

conducir hacia la posición original en la que se encontraba estacionado. 

Conforme a ello, Annewki se aproximó al vehículo y el próximo suceso 

consistió en una detonación que ocasionó la muerte de este último.   

                                                 
16 Véase, transcripción de la prueba oral, a las pág. 277-278.  
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 Tras el referido preámbulo, comenzaremos discutiendo el cuarto 

señalamiento de error. En este, la parte apelante adujo que el foro apelado 

erró al determinar que las actuaciones del apelante no estuvieron 

enmarcadas dentro de las disposiciones de la Orden General, Capítulo 600 

Sección 601, sobre las Reglas para el uso de fuerza por miembros de la 

Policía de Puerto Rico (Orden u Orden General). El referido error no se 

cometió. Veamos.  

 Según establecido, el señor Nieves era miembro del cuerpo 

policiaco de Puerto Rico. Por tanto, se puede dar por entendido que este 

ha recibido adiestramientos y capacitación para efectivamente canalizar 

situaciones donde se encuentre en peligro la vida, propiedad o derechos 

de los ciudadanos. A tenor con lo anterior, la Orden General establece las 

normas y límites que regirán el uso de fuerza por parte de los miembros de 

la policía. Así pues, como regla general, estos deberán utilizar técnicas y 

tácticas que no impliquen el uso de fuerza. Sin embargo, como toda regla, 

existen excepciones. Conforme a ello, los miembros de la policía están 

autorizados a utilizar la fuerza en aquellos incidentes en los que una 

persona muestre algún tipo de resistencia o conducta negativa, “luego de 

un análisis adecuado de la totalidad de las circunstancias y sujeto a 

los principios y/o normas de uso de la fuerza establecidos en la 

presente Orden”.  

 Sujeto a lo anterior, y como indica la defensa en su alegato, la Orden 

detalla las características asociadas a cada uno de los distintos niveles de 

resistencia. Asimismo, autoriza el uso de fuerza letal cuando el policía 

razonablemente crea que dicha fuerza es necesaria para protegerse a sí 

mismo o a una tercera persona de una amenaza inminente de grave daño 

corporal o de la muerte17.  

 Ahora bien, el uso de técnicas letales18 para defenderse conlleva la 

existencia de una resistencia letal. No obstante, previo a recurrir al uso de 

                                                 
17 Véase, Alegato del Apelante, a la pág. 38. 
  
18 La Orden General define técnicas letales de la siguiente forma: “cualquier uso de fuerza 
que ocasione la muerte, grave riesgo de muerte o grave daño corporal; cualquier agarre 
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la fuerza, los miembros de la policía deben llevar a cabo técnicas y tácticas 

de apaciguamiento. Por ejemplo, una retirada táctica es una opción 

razonable al considerar la seguridad del miembro de la policía. Otra 

alternativa podría ser la solicitud de refuerzos o unidades especializadas.  

 En la situación ante nuestra consideración, Nieves, ante la presunta 

actitud altanera y el vocabulario soez del occiso, se identificó como policía 

y le solicitó a este que cuidara su vocabulario. Asimismo, le pidió a Annewki 

y a su amigo que se retiraran del establecimiento. Según el argumento del 

apelante, era evidente que el occiso se encontraba en estado de 

embriaguez. Por otro lado, no obstante las contradicciones de los 

testimonios en cuanto a tiempo, modo y lugar, y según las grabaciones de 

las cámaras de seguridad del puesto de gasolina, es un hecho que Nieves 

y Annewki tuvieron una discusión física frente a la Súper Tripleta. Acto 

seguido, los individuos que presenciaban la escena separaron a los 

implicados en la discusión, y ambos tomaron caminos separados.  

 Posteriormente, del vídeo de seguridad presentado en evidencia se 

desprende que Annewki se aproximó al auto19 de Nieves. Del referido 

momento se percibe que ambos intercambiaron palabras. Luego, Annewki 

y su amigo se alejaron del auto del apelante.  

 Así pues, el apelante y el grupo de mujeres con quien este llegó, 

procedieron a montarse en el vehículo Kia negro. Nada ni nadie le impedía 

a Nieves abandonar el lugar. Inclusive, este procedió a dar reversa, siendo 

esta la única forma de salir del estacionamiento en donde se encontraba. 

Dicha actuación equivalía a una retirada táctica20. En ese momento, el 

apelante se encontraba solo con sus compañeras, en su vehículo de motor, 

con el camino libre para evitar una confrontación posterior.  

                                                 
por el cuello; cualquier golpe a cuello o área superior a esta; cualquier muerte de una 
persona arrestada y en custodia de la PPR; y cualquier disparo de un arma de fuego.”  
 
19 El Kia negro, auto del apelante, y el Mirage verde, auto de la víctima, estaban 
estacionados uno al lado del otro. 
  
20 Véase, Orden General, sobre técnicas y tácticas de apaciguamiento, a la pág. 45.   
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 Por otro lado, entendemos meritorio mencionar que de los 

testimonios vertidos en el juicio salió a relucir que Nieves hacía años 

frecuentaba la Súper Tripleta. A tenor con lo anterior, recordemos que al 

lado del bus de comida y del puesto de gasolina había un cuartel de la 

Policía (Cuartel de Carolina, Precinto Norte). Así que, ya fuera por 

frecuentar el área o por el hecho de ser miembro de la policía, Nieves debía 

ser consciente de la proximidad de un cuartel de la policía de los predios 

del lugar. En consecuencia, en caso de entender que la presencia o actitud 

del joven Annewki podía implicar un peligro para él, sus compañeras o las 

personas que se encontraban consumiendo en el establecimiento, debió 

haber evaluado la necesidad de solicitar refuerzos, comunicando lo 

sucedido a otros miembros de la policía. Así lo establece la Orden General 

aquí discutida.  

 De modo que el comportamiento del joven Annewki, antes de que el 

apelante se montara en su vehículo de motor y procediera a retirarse, 

constituía, como mucho, una resistencia pasiva21. Inclusive, la Orden 

General también establece que un miembro de la policía, en el 

cumplimiento de sus deberes, podrá utilizar la fuerza para poner personas 

bajo detención preventiva en caso de que aparenten estar bajo el efecto 

del alcohol22.  

 Por consiguiente, el apelante enfrentó múltiples y variadas 

situaciones en las cuales pudo haber tenido la oportunidad de poner en 

práctica las tácticas de apaciguamiento establecidas en la Orden objeto de 

este análisis. En la alternativa, pudo haber utilizado proporcionalmente la 

fuerza y haber detenido preventivamente a Annewki, bajo la presunción de 

su estado de embriaguez. En suma, su continuo deber policiaco requería 

que este actuara acorde a sus adiestramientos, normas y reglamentos 

                                                 
21 Resistencia pasiva: el incumplimiento de las órdenes de los miembros de la PPR, de 
forma no violenta y que no represente una amenaza inmediata de daño para el policía o 
terceras personas. El mover los brazos, tensarse, cruzarse de brazos, o expresar 
verbalmente su intención de evitar o prevenir su arresto, son acciones que se consideran 
resistencia pasiva. En este tipo de situación, se considera razonable usar técnicas de 
control de manos suaves y técnicas para escoltar a la persona y ponerla bajo custodia. 
Véase, Orden General, anejo del Alegato del Apelante, a la pág. 46.  
  
22 Véase, anejo del Alegato del Apelante, a la pág. 49.  
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vigentes. El uso de la fuerza por los miembros de la policía debe ser 

escalonada y razonable.  

 No obstante, en la controversia de autos, Nieves, en lugar de 

continuar su camino en dirección a la salida, optó por cambiar de dirección 

y aproximarse, nuevamente, hacia el ahora occiso. Es en dicho momento 

que ocurre la acción objeto del fallo penal aquí impugnado.  

Una vez el apelante retoma su dirección hacia el lado del auto de 

Annewki, este último se aproxima a los perímetros de la ventana del Kia 

negro y Nieves dispara su arma de fuego, provocando la muerte de la 

víctima. El apelante planteó que el occiso se aproximó a su vehículo con 

un objeto punzante, que temió por su vida y, debido a su entrenamiento 

policiaco, disparó. Valga la pena puntualizar que, según Nieves, Annewki 

había manifestado lo siguiente: “si tú tienes un palo, yo también tengo 

uno”23.  

A la luz de lo anterior, concluimos que el apelante incumplió con lo 

establecido en la Orden General. Este tuvo múltiples oportunidades de 

poner en marcha técnicas y tácticas de apaciguamiento, que hubiesen 

impedido que la situación entre las partes llegara al punto de ocasionarle 

la muerte a un ser humano. Como miembro de la policía, Nieves tenía el 

deber de haber actuado afirmativamente, según lo estipulado en la referida 

Orden, de forma que garantizara el bienestar de su persona y de terceros. 

Recalcamos que el uso de la fuerza de la policía tiene que ser razonable 

y escalonada.  

Precisamente, el propósito de establecer pasos y medidas a seguir 

en los diferentes escenarios es evitar que se incremente la gravedad de las 

situaciones. No existe justificación para que Nieves, con su entrenamiento, 

hiciera caso omiso de los pasos a seguir, y en lugar de continuar su camino 

de ida, regresara a un escenario donde imperaba la posibilidad de una 

tragedia. Así pues, concluimos que el apelante manifestó un uso 

irrazonable de la fuerza, que no se justificaba y que no debía ser tolerado. 

                                                 
23 Véase, Alegato del Apelante, a la pág. 19. 
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Por consiguiente, concluimos que no se cometió el cuarto error señalado. 

Por otro lado, debido a las circunstancias narradas, entendemos que es 

impertinente discutir la doctrina de “Tueller 21 Foot Rule”24.  

De otra parte, en el sexto señalamiento de error, la defensa plantea 

que el foro primario erró al admitir en evidencia supuestas admisiones del 

apelante efectuadas durante un interrogatorio policiaco, sin habérsele 

impartido previamente las advertencias de ley; ello, a pesar de que 

claramente era sospechoso en ese momento y la investigación criminal ya 

se encontraba centrada en su persona.  

De una lectura y análisis de la transcripción de la prueba oral, 

podemos concluir que en unas instancias particulares al apelante no se le 

impartió las advertencias de ley, a pesar de ser necesario. Sin embargo, 

esto no acarrea la exclusión automática de las admisiones hechas por este. 

Nos explicamos.  

Cuando un individuo es considerado sospechoso no solo está 

protegido de las confesiones compelidas25 en virtud del debido proceso de 

ley, sino que también está protegido por el privilegio contra la 

autoincriminación de la Quinta Enmienda26. Así pues, para proteger a un 

individuo contra la autoincriminación, es necesario que el Estado le 

aperciba sobre sus derechos antes de someter al mismo a un 

interrogatorio. Las advertencias de ley se conocen como las advertencias 

                                                 
24 De hecho, el apelante no discutió cabalmente tal doctrina y su supuesta aplicación a 
este caso. El “21-foot rule” constituye una guía dirigida a los agentes del orden público, 
que les asiste en el proceso de determinar si, y cuándo, un sospechoso constituye un 
riesgo para su seguridad. Es decir, si un sospechoso se encuentra a una distancia de 21 
pies o menos, cuándo debe ser considerado como un riesgo; si se encuentra fuera de esa 
distancia, cuándo debe ser considerado como tal. Estas guías establecen una presunción 
que puede ser utilizada por el oficial. “Police officers are trained based on the policy, and 
the reasonable inference is that this training should affect our assessment of what a 
reasonable officer would believe and how he should react. Accordingly, the fact that the 
officers acted in contravention of the Department´s own policy, at the least, creates a 
question of fact for the jury as to whether their actions were reasonable.” Buchanan v. City 
of San Jose, 782 Fed. Appx. 589 (9no Cir. 2019); en particular, hacemos referencia a la 
opinión disidente, a la pág. 594, nota al calce núm. 2. 
 
25 Las confesiones compelidas son confesiones contrarias al debido proceso de ley, pues 
no surgen de la libre voluntad del acusado que las emite, sino que son el resultado de 
cualquier método que compela al individuo a realizar la referida confesión. Así pues, el 
acusado puede ser compelido a confesar por medio de violencia física o psicológica. E. 
Chiesa Aponte, Derecho Procesal Penal: Etapa Investigativa, Publicaciones JTS, 2006, 
págs. 15-24. 
 
26 E. Chiesa Aponte, op. cit., a la pág. 15. 
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de Miranda27 y son las siguientes: (1) el sospechoso tiene derecho a 

guardar silencio; (2) cualquier cosa que diga puede ser y será utilizada en 

su contra; (3) tiene derecho a consultar con un abogado durante el 

interrogatorio; y, (4) si es indigente, se le nombrará un abogado de forma 

gratuita. Conforme a esto, cualquier admisión o confesión realizada una 

vez ofrecidas las advertencias de ley podrá ser admisible como prueba de 

cargo. Véase, E. Chiesa Aponte, Derecho Procesal Penal de Puerto Rico y 

los Estados Unidos, 1 era Ed., Forum, 1991, Vol. I, pág. 50.  

Ahora bien, para que se active la protección de Miranda es necesario 

que exista un sospechoso bajo custodia y un interrogatorio. Una 

persona es considerada sospechosa cuando la investigación criminal está 

centrada en su persona. Cónsono a lo anterior, se considera que el 

individuo está bajo custodia cuando no tiene libertad de movimiento. 

Entiéndase, que no tiene libertad para retirarse del lugar donde se 

encuentra28. En cuanto a los interrogatorios, estos pueden ser explícitos o 

implícitos. Es decir, es suficiente una mera conversación entre las 

autoridades y el sospechoso que pueda provocar declaraciones 

incriminatorias.  

En lo que nos compete, el Ministerio Público establece que el 

apelante no se encontraba bajo custodia cuando, según este, voluntaria y 

espontáneamente dio la primera versión de lo ocurrido29. Sin embargo, 

dada las circunstancias particulares de este caso, nos vemos forzados a 

diferir. Veamos. 

Una vez la Policía es apercibida de lo sucedido en el lugar de los 

hechos, el sargento Néstor Maldonado (sargento Maldonado) y el agente 

Wilson Exias (agente Exias) se aproximaron al área del estacionamiento 

de la gasolinera Puma. En ese momento, Nieves se dirigió hacia el 

                                                 
27 Miranda v. Arizona, 384 US 436 (1966). 
  
28 Al respecto, el Tribunal Supremo de los EE.UU. expuso lo siguiente: “By custodial 
interrogation, we mean questioning initiated by law enforcement officers after a person has 
been taken into custody or otherwise deprived of his freedom of action in any significant 
way.” Miranda v. Arizona, 384 US, a la pág. 444. 
  
29 Véase, Alegato del Pueblo de Puerto Rico, a la pág. 40.  
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sargento Maldonado con su arma de fuego en mano. El apelante se 

identificó como compañero de la policía y, al segundo pedido por parte del 

sargento Maldonado, entregó su arma de fuego. Luego, este mostró su 

identificación y sostuvo una conversación con el sargento, en la cual narró 

lo que había sucedido30. Con posterioridad a la conversación entre las 

partes, que duró varios minutos, el sargento Maldonado instruyó al agente 

Exias a que buscara la patrulla y llevara al apelante al cuartel.  

A tenor con lo anterior, y basado en el contrainterrogatorio del 

sargento Maldonado, el apelante, mientras se encontraba en el cuartel de 

Carolina, Precinto Norte, estaba siendo custodiado por el agente Jeffrey 

Lebrón31. En lo atinente, cuando el sargento Maldonado regresó al cuartel 

volvió a hacerle preguntas a Nieves, tanto sobre sus datos personales 

como con relación a los hechos que este había narrado en la escena del 

crimen32.   

Ahora bien, basado en la supuesta información ofrecida por Nieves, 

el sargento Maldonado completó dos informes de uso de fuerza33. Resulta 

importante puntualizar que el sargento Maldonado no tomó ninguna nota 

de las confesiones y admisiones que fueron emitidas por el apelante; por 

lo que rellenó los informes con la información que recordaba.  

De otra parte, como resultado del contrainterrogatorio del sargento 

Maldonado durante el juicio, este admitió que no le impartió al apelante las 

advertencias de ley, previo a cuestionarle sobre los hechos ocurridos34. Por 

otro lado, a preguntas de la defensa, el sargento Maldonado esbozó que, 

en el cuartel, Nieves estaba acompañado por el agente George Cifre. En lo 

particular, señaló que no podía afirmar que el imputado estuviera bajo 

                                                 
30 Véase, transcripción de la prueba oral, a las págs. 336-339. 
  
31 Véase, transcripción de la prueba oral, a la pág. 347.  
 
32 Véase, transcripción de la prueba oral, a la pág. 350. 
  
33 Los informes con relación al uso de fuerza se denominan: PPR-468 (Exhíbit 4) y PPR-
928 (Exhíbit 5). 
  
34 Véase, transcripción de la prueba oral, a la pág. 351. 
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custodia, pues lo único que era de su conocimiento personal era que el 

agente Cifre acompañaba al aquí apelante35.  

Ahora bien, según indicamos anteriormente, parte del problema 

principal de las admisiones, presuntamente inadmisibles, es que las 

mismas fueron utilizadas por el sargento Maldonado para cumplimentar 

dos informes policiacos sobre uso de fuerza. Los hechos del incidente que 

el sargento transcribió en los informes, basados en las referidas 

admisiones, son contradictorios a los hechos que, posteriormente, el 

apelante ofreció.  

Por ejemplo, en el Exhíbit 4 admitido en evidencia, Informe PPR 468, 

el sargento indicó que el apelante había narrado que el occiso y su amigo 

se encontraban en un Mirage verde, que salió por una entrada y entró por 

otra, posicionándose de manera abrupta al lado de su vehículo Kia negro, 

bloqueándoles el acceso36. Por otro lado, el encasillado 35 del Exhíbit 7, 

contiene la versión de los hechos, según escrita por el propio Nieves. Esta, 

no expresaba nada referente a que el occiso le hubiese bloqueado en el 

estacionamiento37.  

Así pues, en resumen, las diferentes versiones de lo sucedido han 

sido motivo de controversia; en especial, por el factor de que las 

expresiones narradas por el sargento Maldonado estuvieron basadas en 

admisiones realizadas por Nieves previo a recibir las advertencias de 

Miranda.  

Conforme a lo anterior, resulta importante estipular y aclar dos 

asuntos de umbral. En primer lugar, debido a las circunstancias particulares 

del caso de autos, nos resulta forzoso concluir que Nieves fue un 

sospechoso desde el momento en que los agentes llegaron a la escena del 

crimen. Sin lugar a duda, la investigación estuvo centrada en su persona. 

Tanto así, que solicitaron la entrega de su arma de fuego y lo trasladaron 

                                                 
35 Véase, transcripción de la prueba oral, a la pág. 362. 
   
36 Véase, transcripción de la prueba oral, a las págs. 314-315. 
  
37 Véase, transcripción de la prueba oral, a las págs. 319-321.  
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al cuartel de Carolina, Precinto Norte. A su vez, una vez en el cuartel, 

estuvo bajo la vigilancia de distintos agentes, sin tener la libertad de 

retirarse del lugar, de así desearlo. Por otro lado, las preguntas y 

conversaciones que el sargento Maldonado sostuvo con este, en el lugar 

de los hechos y en el cuartel, son equivalentes a un interrogatorio.  

Ahora bien, en segundo lugar, recalcamos que una admisión o 

confesión compelida o una admisión o confesión producto de la omisión de 

impartir las advertencias de Miranda no acarrea la exclusión automática de 

las referidas manifestaciones. Es decir, la exclusión de las referidas 

admisiones está sujeta al análisis de error constitucional no perjudicial 

(“harmless constitutional error”)38. En particular, el error en la admisión o 

exclusión de evidencia no acarrea una revocación a menos que -mediando 

oportuna y correcta objeción- este Tribunal estime que el error cometido 

fue un factor decisivo o sustancial en la sentencia objeto de revisión. E. 

Chiesa Aponte, Práctica Procesal Puertorriqueña - Evidencia, San Juan, 

Publicaciones J.T.S., Inc., 1979, pág. 839. En consecuencia, el criterio 

rector para determinar si el error en la admisión de la evidencia conlleva la 

revocación de la sentencia es si este, de no haberse cometido, hubiere 

provocado un resultado distinto. Pueblo v. Mangual Hernández, 111 DPR 

136, 145 (1981). 

Por otro lado, la parte apelante aduce que el foro primario debió 

haber aplicado la presunción contenida en la Regla 109 de las de Evidencia 

de 2009. Nuevamente, se equivoca.  

La Regla 109 de Evidencia40 establece lo relevante a las 

determinaciones preliminares a la admisibilidad de la evidencia. En lo 

pertinente, la referida disposición aclara que “el tribunal no queda obligado 

                                                 
38 Véase, Chapman v. California, 386 US 18 (1967). 
  
39 Véase, además, Pueblo v. Martínez Solís, 128 DPR 135, 162 (1991); Pueblo v. Ruiz 
Bosch, 127 DPR 762, 786-787 (1991). 
 
40 32 LPRA Ap. VI, R. 109. 
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por las Reglas de Derecho Probatorio, excepto por aquéllas relativas a 

privilegios”41.   

De otra parte, al determinar la admisibilidad de una admisión por 

razón de violaciones a las advertencias de Miranda, se debe evaluar el 

efecto perjudicial que pueda tener sobre el jurado al escuchar la referida 

admisión. Conforme antes consignado, el caso de autos fue visto atendido 

por un tribunal de derecho y no ante un jurado.  

Aquí, el foro apelado tuvo la oportunidad de escuchar y aquilatar el 

testimonio de varios testigos. Por otro lado, del contrainterrogatorio del 

sargento Maldonado quedaron expuestas las contradicciones emitidas por 

este, sobre la versión que ofreció de los hechos narrados por el apelante42. 

Así que, al evaluar la totalidad de las circunstancias, concluimos que las 

violaciones a Miranda, en cierta etapa del proceso investigativo policiaco, 

no provocaron un efecto perjudicial ante el magistrado que tuvo la 

oportunidad de aquilatar todos los testimonios y la prueba presentada, 

emitiendo así un fallo de culpabilidad. Por consiguiente, a la defensa no le 

asiste razón en cuanto a su sexto señalamiento de error.  

Ahora bien, en su tercer señalamiento de error, la defensa adujo que 

el Tribunal de Primera Instancia debió haber eximido de responsabilidad 

penal a Nieves ya que el mismo ejerció su derecho a defenderse 

legítimamente. Asimismo, indicó que el foro apelado incidió al no aplicar los 

hechos del caso a la recién aprobada Ley Núm. 92-2018, conocida 

popularmente como la Ley de la Doctrina del Castillo.  

Según el marco jurídico antes presentado, la legítima defensa es 

una causa de exclusión de responsabilidad penal, tipificada en el Art. 25 

del Código Penal. Su más reciente enmienda, conocida como la doctrina 

del castillo, ocasionó cambios sustanciales en la apreciación y aplicación 

de la referida disposición. Por un lado, extendió la protección reconocida a 

un hogar a vehículos, lugar de negocio o empleo. De otra parte, cambió el 

                                                 
41 32 LPRA Ap. VI, R109(a). 
  
42 Véase, transcripción de la prueba oral, a las págs. 366-368. 
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peso de la prueba de la víctima hacia el agresor. Es decir, ahora existe una 

presunción sobre la razonabilidad en el empleo de la fuerza bajo 

circunstancias específicas. En lo que nos ocupa, el señor Nieves se 

encontraba en el interior de su vehículo al momento de causarle la muerte 

a Annewki. 

 Según surge del informe PPR-854, identificado como Exhíbit 7, el 

apelante realizó la siguiente declaración: 

.              .            .             .            .            .            .             .  
 
Procedo a dirigirme a mi vehículo, entré y bajé el cristal de la 
puerta del conductor. De repente veo al individuo de camisa 
blanca agarrar a manera de empuñadura lo que había 
guardado debajo de su camisa. Por mi experiencia como 
policía asumí que este individuo estaría agarrando un arma 
de fuego. En ese instante temí por mi vida y las personas que 
me acompañaban dentro del vehículo. Lo pierdo de vista de 
manera momentánea para tomar mi arma de reglamento que 
la tenía sobre mi muslo derecho. Al tomarla vi como este 
individuo se abalanzaba hacia mi con un objeto punzante y 
procedo a repeler la agresión desde adentro de mi vehículo. 
Realizo una descarga crítica de mi arma de fuego 
impactándolo en el área del rostro. El sujeto cae hacia el 
suelo. Me bajo de mi vehículo para verificar el estado del 
sujeto. En eso trato de llamar a la policía, pero la llamada no 
salía. Al rato llegaron policías al lugar. Me identifico ante el 
sargento Maldonado del precinto de Carolina Norte. Le 
entrego mi arma de reglamento y le narro lo ocurrido. Luego 
de eso me transportan al cuartel.  
.              .            .             .            .            .            .             . 
  
De otra parte, al examinar exhaustivamente las grabaciones antes 

mencionadas, pudimos constatar que Nieves tuvo un altercado físico con 

Annewki en el área de la Súper Tripleta. La magnitud del incidente fue tal, 

que se puede apreciar cómo mesas y sillas del establecimiento caen al 

suelo. Posterior a esto, se observa cómo dos individuos separan a los 

implicados en la discusión. Esto concuerda con el testimonio de Francisco 

Sánchez43.  

Luego, Nieves y sus amigas se dirigieron al vehículo del apelante. 

Antes de montarse en el mismo, Annewki y Ángel se acercaron al apelante 

e intercambiaron palabras. Así las cosas, Nieves y las cuatro mujeres se 

                                                 
43 Este testificó que él y el amigo de Annewki (Ángel Castillo) separaron a Nieves y al 
occiso de una discusión que se tornó física. Véase, transcripción de la prueba oral, a las 
págs. 178-179.   
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montaron en el interior del vehículo. En ese momento, ya Annewki y su 

amigo se habían alejado del Kia negro.  

Ahora bien, del testimonio de quienes presenciaron el suceso, 

entiéndase las acompañantes del apelante y el amigo del occiso, surgen 

varias contradicciones referentes a cómo sucedieron los hechos. Sin 

embargo, de las grabaciones de la cámara de seguridad del garaje Puma 

se puede percibir un hecho crucial, que no fue narrado por el apelante, pero 

sí por varios testigos. 

El referido hecho consiste en que el apelante, luego de montarse en 

su vehículo, comenzó a dar reversa, ya que era la única forma del salir del 

estacionamiento y abandonar el lugar. Sin embargo, de repente, Nieves 

dejó de conducir en reversa y emprendió marcha hacia el frente, en 

dirección a la posición original de su vehículo, y se detuvo. En dicho 

momento, Annewki se aproximó a la puerta del conductor del Kia negro y 

acto seguido cae al suelo. Antes de que la víctima se desplomara, una de 

las mujeres que se encontraba en el interior del vehículo abandonó el 

mismo por la puerta trasera del lado del pasajero.  

El apelante, en términos generales, indicó que disparó su arma de 

fuego debido a que Annewki se aproximó hacia él con un arma que no 

podía precisar y, por tanto, temió por su vida y la de sus acompañantes.  

De otra parte, Nieves indicó que observó cómo el occiso estuvo 

buscando algo en el baúl44 de su automóvil. No obstante, de las 

grabaciones no se puede precisar que Annewki abriera el baúl del Mirage 

verde. Inclusive, la testigo Yerishamar Calderón45, contrario a lo 

manifestado en su declaración jurada, en el interrogatorio en el juicio 

                                                 
44 El Mirage verde pertenecía al señor Francis Alberto Sandoval. Este indicó que el 
vehículo era del año 1997 y que, desde su adquisición, el baúl del auto no abría por fuera 
ya que la cerradura tenía una llave estancada en su interior. Según este, la única forma 
de abrir el baúl del referido vehículo era mediante una palanca, que se encontraba por la 
puerta del chofer. Véase, transcripción de la prueba oral, a las págs.197-198. 
  
45 La testigo se encontraba sentada detrás del conductor, en dirección al Mirage verde. 
Véase, transcripción de la prueba oral, a la pág. 48. 
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declaró que no vio al occiso abrir su baúl46. Sin embargo, el cuerpo del 

occiso fue encontrado con una espátula en su mano.  

Ahora bien, independientemente de ciertas contradicciones en los 

testimonios, nos concentraremos en aplicar la doctrina del castillo a los 

hechos percibidos por las cámaras de seguridad y a lo encontrado en la 

escena del crimen.  

La actual causa de exclusión de legítima defensa requiere que el 

Ministerio Público rebata la presunción sobre la razonabilidad en el empleo 

de la fuerza. En lo que nos concierne, la razonabilidad de que Nieves le 

causara la muerte a Annewki. En particular, el Art. 25A (c) del Código Penal 

establece que la presunción de razonabilidad al causarse la muerte de un 

ser humano dependerá de que la persona que invoca la legítima defensa, 

el apelante, estuviera en inminente o inmediato peligro de muerte o de 

grave daño corporal, si el actor sabía o tenía razón para creer que la 

persona a quien le causó la muerte: 

.              .            .             .            .            .            .             .  

 (A) penetró ilegalmente, o intentaba penetrar ilegalmente, al 
interior de la morada, vehículo, lugar de negocios o empleo, 
ocupado en tal momento por el actor o la persona a quien el 
actor protege; y/o 
 
(B) secuestró o intentó secuestrar; al actor o alguna otra 
persona del interior de la morada, vehículo, lugar de negocios 
o empleo, ocupado en tal momento por el actor o la persona 
a quien el actor protege;  
.              .            .             .            .            .            .             .  
 
Ante la referida disposición, nos corresponde cuestionarnos lo 

siguiente: ¿de los hechos ante nuestra consideración, podemos concluir 

que el apelante se encontraba ante un daño o peligro inminente?  

Independientemente de lo sucedido en los predios de la Súper 

Tripleta y de la confrontación física entre los aquí actores, Nieves tuvo la 

oportunidad de dirigirse tranquilamente hacia su vehículo, junto con sus 

acompañantes, montarse en el mismo y comenzar a dar reversa para 

retirarse del lugar. Dicho hecho es irrefutable pues es de fácil apreciación 

                                                 
46 Véase, transcripción de la prueba oral, a las págs. 98-102.  
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en las cámaras de seguridad. Por tanto, ¿existía aquí un peligro inminente? 

Nos resulta forzoso concluir que Nieves, hasta ese instante de los sucesos, 

no enfrentaba ningún peligro. 

Además, no perdemos de perspectiva que el apelante fungía como 

miembro de la Policía de Puerto Rico. Como parte del cuerpo policiaco este 

ha recibo múltiples entrenamientos, que razonablemente nos llevaría a 

inferir que el mismo debía tener más capacitación sobre cómo actuar ante 

circunstancias de esta índole, en comparación con un ciudadano común y 

corriente. Específicamente, resulta pertinente recordar la Orden General 

que fue objeto de discusión en los pasados señalamientos de error. La 

referida orden proveía tácticas de apaciguamiento, como era una retirada 

táctica, o comunicarse con más miembros de la policía al identificar una 

persona en un presunto estado de embriaguez.  

Por otro lado, el apelante se encontraba dentro de su vehículo, el 

cual goza de la misma protección que la morada, conforme a la Ley Núm. 

92-2018. El apelante ocasionó la muerte de otro ser humano por 

supuestamente encontrarse en inmediato peligro de muerte o grave daño 

corporal. Ahora bien, la presunción de razonabilidad que cobija al que 

invoca la legítima defensa en un caso como el de autos está sujeta a que 

el agresor, en lo que nos compete Annewki, penetrara o intentara penetrar 

ilegalmente el interior del vehículo del apelante. En la alternativa, se 

requiere que el agresor secuestrara o intentara secuestrar al actor o a 

alguna otra persona.  

Aquí, Annewki no penetró, ni intentó penetrar, el vehículo del 

apelante. Inclusive, no llegó a hacer contacto con el mismo, pues recibió el 

disparo. El occiso tampoco secuestró o intentó secuestrar a nadie. Por 

tanto, ¿el medio utilizado para repeler el presunto daño era razonable y se 

justificaba? 

Nuevamente, resulta inevitable cuestionarnos por qué el apelante 

decidió cesar su marcha del establecimiento y aproximarse al sujeto que lo 

hacía sentir en inminente peligro de muerte. “Cuando el ataque ya ha 
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pasado y no hay peligro de daño posterior no puede utilizarse la 

legítima defensa como justificación para agredir al agresor original”47.  

Por tanto, según los hechos que rodean la controversia ante este 

Tribunal, no nos resta más que concluir que no mediaron las circunstancias 

necesarias para presumir la razonabilidad de la creencia de que Nieves se 

encontraba en inminente o inmediato peligro de muerte o de grave daño 

por parte de Annewki. A su vez, podemos concluir que no existió 

proporcionalidad entre la fuerza utilizada por el apelante y el presunto daño 

evitado. Consecuentemente, entendemos que las acciones del apelante no 

configuran la causa de exclusión de legítima defensa, por lo que el tercer 

señalamiento de error no se cometió.  

 A estos efectos, nos resta determinar si se probó más allá de duda 

razonable los elementos constitutivos de asesinato en primer grado y 

apuntar un arma de fuego, de modo que se justifique el fallo de culpabilidad 

emitido por el Tribunal de Primera Instancia.  

Cual discutido previamente, el asesinato en primer grado consiste, 

entre otros, en una muerte perpetuada por medio de veneno, acecho, 

tortura, o a propósito o con conocimiento. En lo pertinente, la modalidad 

de asesinato a propósito consiste en tener el objetivo de causar la muerte 

de la víctima; mientras que con conocimiento consiste en saber que la 

muerte es una consecuencia prácticamente segura de su conducta. Por 

tanto, el estado mental de propósito o con conocimiento equivale al 

elemento de intención, antes utilizado.  

Para determinar si en este caso se configuraron los elementos de 

asesinato en primer grado, debemos realizar un análisis holístico de los 

hechos, actos y circunstancias que rodean el suceso. Por otro lado, 

debemos hacer hincapié en que, a pesar de que la determinación de 

culpabilidad de una persona es revisable en apelación, los tribunales 

apelativos solamente intervendremos con ella cuando exista error 

manifiesto, pasión, prejuicio o parcialidad. Recordemos, pues, que los foros 

                                                 
47 D. Nevares Muñiz, op. cit., págs. 53-54. (Énfasis nuestro). 
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primarios se encuentran en mejor posición para evaluar la prueba 

presentada, ya que son los que tienen la oportunidad de observar y 

escuchar a los testigos.  

Así pues, de los hechos y la prueba presentada se desprende que 

Nieves era una persona con conocimiento de que su conducta podría tener 

como resultado la muerte de Annewki. Asimismo, el acto de regresar en su 

vehículo al estacionamiento del cual se había retirado, detenerse y disparar 

su arma de reglamento, una vez Annewki se aproximó al Kia negro, 

constituye una clara intención de ocasionarle la muerte al ahora occiso.  

De otra parte, la defensa planteó que el testimonio del amigo del 

occiso, Luis Rafael Castillo (Castillo), adolecía de parcialidad. Asimismo, 

planteó presuntas contradicciones en el mismo48.  

Durante su testimonio, Castillo declaró que, una vez en la Súper 

Tripleta, se percató de que su amigo Annewki parecía discutir con el 

personal del bus de comida, pues estaba hablando en voz alta. Por tanto, 

decidió caminar hacia Annewki para evitar que este discutiera. Luego, 

Castillo testificó que Nieves se acercó hacia ellos, “chamboneó” una pistola 

negra y le indicó a Annewki, de forma amenazante, que se fuera del lugar49.  

Además, y en lo pertinente, Castillo manifestó que observó cuando 

el Kia negro dejó de dar reversa, dio para el frente, Annewki se acercó, con 

los brazos abajo, y acto seguido escuchó la detonación del disparo y 

observó cómo su amigo cayó al suelo. Consecuentemente, corrió hacia la 

estación de gasolina, pues temió por su vida50. Por otro lado, entendemos 

meritorio señalar que parte del testimonio de Castillo fue simultáneo a la 

presentación de partes del vídeo de seguridad. Es decir, basándose en las 

grabaciones presentadas en evidencia, este narró lo sucedido.  

Ahora bien, según mencionáramos, la defensa, en su recurso de 

apelación, planteó que el foro primario erró al conferirle credibilidad a un 

                                                 
48 Véase, Apelación del Apelante, a las págs. 14-17. 
 
49 Véase, transcripción de la prueba oral, a las págs. 1294-1296. 
 
50 Véase, transcripción de la prueba oral, a las págs. 1305-1308. 
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testigo claramente parcializado como lo fue Castillo. Ante el referido 

argumento, nos resulta forzoso recalcar que la evidencia directa de un solo 

testigo que merezca entero crédito es prueba suficiente de cualquier 

hecho51.  

A lo largo del presente escrito, hemos analizado de forma exhaustiva 

los hechos del caso, la transcripción de la prueba oral, la prueba 

demostrativa admitida en evidencia, los planteamientos de las partes, así 

como el derecho aplicable. Sin lugar a duda, entre los testimonios de los 

testigos existen varias incongruencias o contradicciones. Sin embargo, no 

existe tal cosa como un testimonio perfecto. A su vez, las contradicciones 

incurridas no conllevan la revocación de un fallo condenatorio.  

Somos del criterio que el Tribunal de Primera Instancia no cometió 

error manifiesto, pasión, prejuicio o parcialidad. Además, de un análisis 

objetivo e imparcial de la controversia traída ante nuestra consideración, 

concluimos que Nieves cometió un asesinato en primer grado en contra de 

Annewki.  

Asimismo, debido a las circunstancias que rodean este caso, resulta 

improcedente aplicar la doctrina del castillo. Si bien es cierto que el 

propósito legislativo al realizar las enmiendas discutidas al Art. 25 del 

Código Penal era proveer mayor protección legal para que los ciudadanos 

defendieran su vida, eso no puede convertirse en carta blanca para que los 

ciudadanos tomen la justicia en sus manos, haciendo uso desmedido de la 

fuerza. Como bien invoca la Exposición de Motivos de la referida ley, “el 

derecho a la vida es el más sagrado y fundamental que ostenta todo ser 

humano.” (Énfasis nuestro).  

De otra parte, debido a la contundencia de las conclusiones jurídicas 

aquí efectuadas, concluimos que no es meritorio discutir el quinto 

señalamiento de error, pues resulta innecesario.  

Ahora bien, sin más preámbulos, concluimos que a la parte apelante 

no le asiste razón en los señalamientos de erros planteados y aquí 

                                                 
51 Regla 110(d) de las de Evidencia, 32 LPRA Ap. VI, R. 110 (d).  
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discutidos. A su vez, le concedemos entero crédito y deferencia al fallo de 

culpabilidad emitido por el Tribunal de Primera Instancia, ya que fue este 

quien estuvo en mejor posición de aquilatar la prueba testifical del caso de 

autos.  

IV 

 Por las razones antes expuestas, confirmamos la Sentencia emitida 

el 2 de octubre de 2018, por el Tribunal de Primera Instancia, Sala Superior 

de Carolina, contra el Sr. Nieves Pérez Ortiz.  

Notifíquese inmediatamente.  

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del Tribunal 

de Apelaciones.  

 

 
Lcda. Lilia M. Oquendo Solís  

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
 

  

 

 


